CURRICULUM VITAE

Apellido y Nombre: Liponezky de Amavet, Sara Graciela

Títulos Profesionales: Abogada, Egresada de la Facultad de Ciencias   Jurídicas y Sociales de  la Universidad Nacional del Litoral.                                                                             

Otros Estudios Cursados: Maestra Normal Nacional.

                                              Idioma Inglés. Asociación de Cultura Inglesa                                                                                        de Santa Fe.

Cargos y Funciones:   

 En el Sector Público:       

· Docente de la asignatura “Instrucción Cívica” en el Colegio Nacional “Domingo Faustino Sarmiento” de Paraná (1982 a 1985).

· Subsecretaria de la Mujer del Gobierno de Entre Ríos (1988-1991).

                                            Integró la Comisión promovida desde el Ministerio de Gobierno que elaboró   la Propuesta de Reforma al Plan de Estudio de los Agentes de Policía, con direccionalidad a las Agentes femeninas. 

Puso en marcha el primer Plan de Prevención y Atención institucional de la Violencia familiar, en coordinación con la Dirección de Salud Mental de la Secretaría de Salud, el Colegio de Abogados de Entre Ríos, el Colegio de Psicólogos  y la Facultad de Trabajo Social de la UNER.

Proyecto y ejecutó un Plan de Información, Educación y Atención sobre Planificación responsable y Salud Reproductiva, en coordinación con la Dirección de Maternidad é Infancia de la Secretaría de Salud, los consultorios de Salud Reproductiva del Hospital Materno Infantil “San Roque” de Paraná , el Consejo Nacional de la Mujer y el Programa de Salud Reproductiva del Ministerio de Salud de la Nación.

 . Conformó el Consejo Multisectorial integrado por una Red de Organizaciones no gubernamentales ligadas a diferentes Areas de incumbencia del Estado Provincial.

Autora del Proyecto de Ley de Jubilación del Ama de Casa sancionada bajo el N° 8107-

Propició é instaló el debate a nivel institucional con Jornadas de Capacitación en Colón, Concepción del Uruguay,  Concordia, Federal, Gualeguay, Gualeguaychú,  La  Paz, Paraná y Villaguay sobre “La Mujer y la gestión en el Espacio público”. 

Representante de la Provincia de Entre Ríos en el Consejo Nacional de la Mujer (1988 – 1994).

· Subsecretaria de la Familia. Gobierno de Entre Ríos (1991 -1994)   . A cargo de las siguientes Áreas: Integración del Discapacitado, Tercera Edad, Juventud, Mujer, Prevención y Atención de conductas adictivas. 

                                             Propició la reglamentación legal  del funcionamiento de Hogares de Ancianos y Centro de Atención en toda la Provincia.

                                             Desarrollo acciones orientadas a la promoción de personas con capacidad diferente, a través de la coordinación de programas y Talleres  con el Consejo Nacional del Menor y la Familia y la Dirección Nacional de Rehabilitación. Propició emprendimientos productivos en toda la Provincia- v.gr. panadería de APANA en Paraná.

· Diputada de la Nación (1995-1999)

Vicepresidenta segunda del Bloque Justicialista.

Integró la Comisión de Presupuesto y Hacienda. Formuló dictamen sobre Reforma al Régimen de Impuestos Internos – año 1996- , coordinó la audiencia pública sobre Reforma al Régimen de Impuestos a las Ganancias- 1998- . Presentó Proyecto de Ley sobre Impuestos para el  financiamiento del salario docente- 1998-.

Secretaria de la Comisión de Asuntos Constitucionales, autora del Proyecto de Ley de Ética en la Función Pública ( Nª 25188)  , coordinadora del dictamen y miembro informante en la Sesión de su aprobación en la H.C.D.

Integró   la Comisión de Asuntos Municipales del Parlamento Latinoamericano. Promovió y participó de la  Comisión que deliberó en Buenos Aires y en Paysandú sobre los aspectos normativos necesarios  para la articulación de emprendimientos y acciones municipales en la perspectiva de un a integración, conformada por legisladores argentinos, brasileños y uruguayos.

Integró la Comisión Bicameral del MERCOSUR. Conformó la Comisión de Estudios para la confección de un Digesto normativo común, Promovió   iniciativas orientadas a la armonización legislativa sobre temas transversales  así como  la elaboración de normas orientadas a  suprimir  contradicciones y asimetrías del Derecho vigente en cada uno de los países miembros.

· Prosecretario Legal de la Auditoria General de la Nación (1999 -2001).

 Elaboró y supervisó dictámenes relacionados con el control de Gestión sobre diversos Organismos del Estado Nacional: Ente Nacional Regulador de la Energía – ENRE- , ORSNA, OCCOVI, ETTOS, Secretaría de Transporte , PAMI, así como de la administración de bienes residuales de los procesos de privatización. 

· Enlace Congreso Nacional – Auditoria General de la Nación (2002-2006). 

Se desempeñó en el ámbito de la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas, emitiendo opinión y elaborando dictámenes sobre Informes producidos por la AGN, como sustento de los Proyectos de Resolución sometidos a la aprobación del Congreso Nacional. Formuló recomendaciones  y requerimientos al Poder Ejecutivo en cumplimiento de tal cometido.

· Integrante del Equipo de Auditoria conformado por Convenio entre la Facultad de Ciencias Económicas de la UBA y la Secretaría de Transporte de la Nación , para el Estudio y Análisis de Subsidios otorgados a las Empresas beneficiarias según la normativa vigente . (Marzo  2006  a  Diciembre  2007). 

· Asesora del Ente Provincial Regulador de la Energía de Entre Ríos (EPRE) para la Elaboración de Estrategias dirigidas a promover,  gestionar y reglamentar  la Participación de Usuarios residenciales en el ámbito del Ente (octubre 2006 continúa).

                                                Proyectó convenios de capacitación con Municipios, Entidades académicas con incumbencia en la actividad, Organizaciones de usuarios, Entes homónimos de otras Provincias, así como con el Ente Nacional. 

                                                *  Asesora de la Cámara de Senadores de Entre Ríos, desde el 1ª de enero de 2008, continúa.

En el Sector Privado: 

· Abogada especialista en Asuntos de Familia (1975 – 1987).

· Co -fundadora y Presidenta del Centro de Integración de la Mujer (1980-1986).

Promovió la institucionalización del Régimen de Patria Potestad Compartida – reforma Código Civil- . 

· Secretaria del Instituto del Litoral de Asuntos Nacionales (1974-1988).

· Fundadora de la Asociación Sindicato de Amas de Casa (1985).

Autora del Proyecto de Ley que consagró el Sistema de Jubilación provincial para Trabajadoras del Hogar N° 8107.

· Presidenta de la Asociación VIDHA (Voluntades Integradas para el Desarrollo Humano en Armonía) año  1996, continúa.

Promovió Campañas Solidarias y de Sensibilización sobre Ética Pública en ámbitos educativos de las  ciudades  de Paraná y Gualeguaychú.

· Presidenta de la Asociación Mutual “Manos Entrerrianas” (1998, continúa).

· Integrante del Directorio del Instituto Argentino de Servicios Públicos (1999 continúa).

· Docente en la Cátedra “Derecho Administrativo” en la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad de Concepción del Uruguay.

Disertaciones: 

· Primeras Jornadas Provinciales sobre Violencia Familiar é Institucional. Escuela Hogar “Eva Perón” de Paraná, septiembre 1989. Coordinación de Talleres y Acciones con el Consejo Nacional del Menor y la Familia.

· Participación de la Mujer en la Reforma Constitucional. Organizada por el Colegio de Abogados de Entre Ríos (Paraná, noviembre 1993). Asesora ad honorem de la Comisión sobre Nuevos Derechos y Garantías que actuó en la Convención constituyente de 1994.

· Incidencia de la Reforma Constitucional en Situaciones de discriminación. Organizada por la Comisión de Derechos Humanos de la Convención Constituyente (Santa Fe, mayo 1994).

· Primer Encuentro de Municipios del MERCOSUR,  Panel sobre “Aproximaciones al Derecho Comunitario” (Paraná, 4 al 6 de marzo 1996). Planteó iniciativas de armonización legislativa en temas transversales como: aranceles, circulación de personas y cuestiones sanitarias.

· Segundo Encuentro de Municipios del MERCOSUR. Panel  sobre “Un nuevo diseño normativo para la Integración Regional” (Encantado, Brasil, 11 al 13 de julio de 1996).

· Integró la Comisión conformada por ambos países para la formulación de un Proyecto de Digesto comunitario.

· Seminario Internacional sobre “Ética y Gobernabilidad”.  Integró la Mesa Redonda III sobre “Ética y Gobernabilidad. Opinión Pública y Control ciudadano”.  Universidad del Salvador, Bs.As. 28 al 30 de abril de 1997).

· Curso Interdisciplinario sobre Violencia Familiar. Disertó sobre “Políticas públicas de Atención a la Violencia Familiar”. Organizado por la Cátedra de Post grado en Derecho de Familia de la Facultad de Derecho de la UNL. (Santa Fe, setiembre de 2002). Capacitación de recursos humanos para la atención de la temática.

· Seminario Regional sobre “Servicios Públicos en el MERCOSUR”.  Tema: “Integración Regional y Servicios Públicos”. Organizada por el INSTITUTO Argentino De Servicios Públicos conjuntamente con la Municipalidad de Gualeguaychú. Gualeguaychú, Entre Ríos, agosto de 2002).

· Seminario sobre “Situación de los Servicios Públicos y Marco Regulatorio”.  Coordinación. Organizado por el Instituto Argentino de Servicios Públicos, Bs.As. Mayo 2004.

· Integra la Comisión a cargo de la revisión y armonización de los procesos privatizadores en el ámbito del MERCOSUR. 

Participación en Eventos Académicos y Otros                       

· Asistente a la Conferencia Anual de Legisladores en representación de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación. Presentó Ponencia sobre “Ética y Corrupción pública. Mecanismos de Control”.  Filadelfia. Estados Unidos, Agosto 6 al 9, de 1997.

· Asistió en representación de la Cámara de Diputados de la Nación  al Seminario sobre “Análisis del Consejo Superior del Poder Judicial “. Organizado por la Fundación Ortega y Gasset y el Centro de Estudios Jurídicos, Económicos y Políticos”. Madrid, España. 7 al 11 de junio de 1999.

· Integró la Delegación parlamentaria argentina que asistió a la Asamblea de Parlamentarios por el Jubileo, (Roma, Italia, 4 al 7 de noviembre 2000).

· Participó en las Jornadas sobre “Sistemas de Control y Auditorias Gubernamentales en América Latina” ,  organizadas por la Auditoria General de la Nación conjuntamente con el INTOSAI ( Bs.As. 7 al 9 de junio de 2004)   .

· Primer Simposio sobre “Maestría y Doctorado en Saber Administrativo”. Organizado por la Facultad de Ciencias Económicas de la UBA y el Instituto de Investigaciones Administrativas. Bs.As. octubre de 2001).

Publicaciones: 

· Revista del Instituto Argentino de Servicios Públicos N° 3 “Servicios é Infraestructura”. Redactó Nota sobre análisis del impacto de los procesos de transferencia de los servicios públicos al sector privado bajo el título “Un Aporte a la Reflexión”. 

ESTRUCTURA ORGANICA 

DEFENSORIA DEL PUEBLO DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

Dependen del Defensor del Pueblo Titular

I.- Área de Información Pública y Prensa Institucional.
II.- Área de Protección y Promoción de Derechos y Garantías.
III.- Área de Administración General, Gestión de Calidad y Recursos Humanos.    

IV.- Defensores Adjuntos 

V.- Área de Coordinación Interinstitucional y Relaciones con la Comunidad 
I.- Área de Información Pública y Prensa Institucional: estará a cargo de un equipo de comunicadores supervisado por el Defensor del Pueblo. Su función es operar todos los medios de información internos al organismo, los de comunicación social en general  y otros que pudieran activar los diferentes efectores de la comunidad (escuelas, clubes, centros de salud, lugares con acceso al público). Ello, para poner en conocimiento de la población todos los derechos humanos constitucionalmente tutelados, las garantías para su ejercicio así como la labor que a ese efecto realiza la Defensoría, en forma actualizada,  accesible, oportuna, precisa  y transparente.

II.- Área de Protección y Promoción de Derechos y Garantías: Estará integrado por:

a) Oficina  de Orientación y Atención al Ciudadano: actúa en la recepción de Reclamos, Quejas y Denuncias de personas individuales, grupos de interés informales y asociaciones, ante hechos,  actos y omisiones de la Administración ó de actores privados, que vulneren derechos, garantías é intereses tutelados en el ordenamiento jurídico.  Promueve los trámites é investigaciones que fueran pertinentes y orienta al ciudadano indicando los organismos, procedimientos y recaudos para la atención y resolución de su demanda.

b) Una Oficina de  Asesoramiento y Patrocinio Jurídico: iniciación, seguimiento y registro de expedientes y actuaciones internas y en otros ámbitos del Estado. Asesoramiento previo – y preventivo- para la realización de actos jurídicos que generan responsabilidad patrimonial y personal a quienes participan en ellos (contratos de seguros, toma de tarjetas de crédito, etc.)

,

c) Un Centro de Mediación Comunitaria: conformado por un equipo interdisciplinario de profesionales a cargo de un coordinador. Articulará acciones con el Colegio de Abogados de Entre Ríos y con el Superior Tribunal de Justicia que disponen de Registros de Mediadores, con el objeto de optimizar recursos especialmente entrenados y capacitados para la resolución de conflictos que habiliten la intervención del Defensor, con mayor diligencia, efectividad y eficacia, así como menor costo y litigiosidad.

Materias de su Competencia

· Derecho a la Salud e Integración Social. Atención a Personas con Necesidades Especiales: por capacidad diferente, enfermedades terminales ó crónicas  y adicciones. Al trato igualitario de las personas y rechazo efectivo de toda forma de discriminación.

· Derechos de la Tercera Edad. Adultos Mayores: promoción y atención. Conformación de redes comunitarias.

· Derechos Sociales 

· A la Vida en condiciones de dignidad y sustentabilidad.

· A la Vivienda.

· A la protección de la familia: subsistencia alimentaria, conflictos de convivencia. Prevención y atención de la violencia familiar.

· Al Trabajo.  

· Al acceso y permanencia en el sistema educativo y a los bienes culturales de dominio público.

· Al medio ambiente sano y a una gestión urbana orientada a su protección.

· Al acceso efectivo a los servicios de Justicia y de todo medio de resolución alternativa de conflictos.

· A la atención oportuna, igualitaria y diligente de  los organismos públicos.

· A una información clara, veraz, oportuna y completa hacia  los ciudadanos en su condición  de  usuarios y consumidores.

· Al tránsito en un  marco de seguridad vial dentro del territorio provincial.

III.- Área  de Administración General, Gestión de Calidad y Recursos Humanos:

· Despacho y Mesa de Entradas: recepción, atención, tratamiento y archivo de actuaciones por impulsión de oficio o a petición de parte.  

· Registro, seguridad  y archivo de datos personales.

· Administración Económica:

a) Gestión Presupuestaria 

                        b) Administración Contable. Tesorería

· Recursos Humanos.

· Capacitación

·  Promoción

·  Fortalecimiento Institucional 

· Crea y asegura el funcionamiento del Instituto para la Capacitación, la Investigación y Consultoría Académica. 
· Registra, procesa y archiva información útil proveniente de las Defensorías en otras jurisdicciones del ámbito nacional é internacional. 

· Auditoria Interna - Sobre la gestión y ejecución presupuestaria-

· Evaluación y monitoreo de actuaciones, técnicas y metodologías aplicadas por la Administración Pública Provincial en relación directa con la atención del ciudadano y sus derechos.
· Realiza el control y seguimiento sobre los procedimientos y actuaciones del organismo, de conformidad a lo prescripto en el art. 2° de la ley reglamentaria y sobre la ejecución del presupuesto asignado al organismo en orden a los programas aplicados, y en  cumplimiento de su misión constitucional
 IV.- Defensores Adjuntos:

Colaboran con las tareas del Defensor titular, reemplazándolo en los casos previstos por la ley N° 9931 (art. 21 in fine). Aseguran la federalización efectiva en el accionar del organismo.

Su jurisdicción territorial se determinará de acuerdo a un mapa indicativo de la criticidad respecto a la vigencia de los derechos humanos que se analizará y actualizará anualmente, reasignando y modificando su localización en función de los datos que pudieran surgir del mismo. 


V.-Área de Relaciones Institucionales y con la Comunidad:

· Articula gestiones con los niveles de ejecución de programas y proyectos en los Organismos Centralizados y Descentralizados del Estado provincial.

· Promueve la formación de redes con los Defensores ó aéreas competentes de los Municipios y Comunas.

· Establece relaciones de reciprocidad y coordinación con organismos nacionales y de otras provincias con competencia similar.

· Articula acciones, complementa y colabora promoviendo la formación de redes con las organizaciones de la comunidad. Conforma y asegura el funcionamiento del Consejo Asesor integrado por organizaciones sociales y representantes de otras áreas institucionales con afinidad de competencia.

· Conforma y articula un grupo de trabajo permanente con la Legislatura y el Poder Judicial.

PLAN DE TRABAJO

DEFENSORIA DEL PUEBLO DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

a) Pondrá en funcionamiento el Organismo creado por la Constitución provincial – art. 215 a 217 –  y ley reglamentaria N° 9931 con la misión de defender y proteger los derechos humanos fundamentales y los demás derechos y garantías expresamente tutelados por la constitución nacional, provincial y las leyes dictadas en su consecuencia. 

b) Planificará y ejecutará todas las acciones necesarias para lograr   el reconocimiento y acceso efectivo del público a dicho organismo,  de modo que se referencie como el ámbito institucional adecuado  para la recepción de sus reclamos y la resolución de los conflictos que se presenten como consecuencia de irregularidades del Estado - por omisión ó por acción- en cualquiera de los Poderes, de los organismos autárquicos y descentralizados, empresas estatales, de economía mixta ó prestadores privados de servicios públicos, con relación a los derechos individuales y sociales  constitucionalmente protegidos.

c) Promoverá la articulación, interacción y coordinación de esfuerzos y gestiones entre las diversas áreas del Estado que tienen competencias comunes y reconocen como destinatarios de su actuación a los mismos sujetos, optimizando esfuerzos, economizando trámite y evitando dilaciones innecesarias para  lograr resultados eficaces, razonables y oportunos. 

d) Coordinará y articulará con criterio inteligente acciones y  recursos de los sectores no gubernamentales involucrados, entre sí y con las áreas del Estado que tengan incumbencia, a fin  de evitar la dispersión y/ó superposición de acciones, con el consecuente desconcierto y frustración que ello  genera en  el/ los  afectado/s, favoreciendo una respuesta adecuada ante cualquiera de las situaciones previstas en el art. 2° de la ley reglamentaria. 

e) Actuará de oficio ó a requerimiento del ó los agraviados ante la Administración y la Justicia cuando se hubieran vulnerado derechos individuales ó de incidencia colectiva pudiendo instar y proseguir reclamos, recursos y denuncias administrativas y judiciales, con el objeto de cumplir la misión que le impone el art. 2°  de la ley reglamentaria (arts. 56, 215 a 217 de la C.P.).

f) Efectuará propuestas dirigidas a asegurar la constitucionalidad de los actos dictados por la Administración Pública propiciando el dictado y modificación de resoluciones y reglamentos cuando de su aplicación surgieran ó pudieran emerger  situaciones lesivas a la/s persona/s  y sus derechos.

.

g) Promoverá una actividad sistemática, permanente y de amplio alcance, orientada a informar sobre los derechos constitucionalmente reconocidos a todos los habitantes de la Provincia, sobre las garantías normadas para su ejercicio, así como sobre la actividad, funcionamiento y las formas de acceder a la atención de la Defensoría. Se utilizarán a este efecto: los medios de comunicación masivos en todas sus formas, la publicidad en todas las dependencias del organismo y todo medio alternativo  que se estimara conducente  al objetivo.

A los fines previstos en el inciso anterior, se formalizarán convenios con la Secretaría de Salud, el Consejo General de Educación, la Secretaría de Cultura, la Dirección de Deportes, las entidades académicas de nivel  superior residentes en la provincia y los Municipios  para integrar   en la tarea de difusión a todos los efectores sociales que por atender en sus   diferentes ámbitos  necesidades básicas  de la población reciben un flujo importante y continuo de personas.

h) Propiciará una coordinación regular, operativa y sistemática con la Legislatura y los otros Poderes del Estado, Entes autárquicos y   Órganos autónomos de control que ejercen competencia sobre aspectos contemplados en el art. 2° de la ley reglamentaria, con el objeto de informarlos sobre su actividad, articular gestiones, simplificar y agilizar procedimientos conforme a Derecho y asegurar una defensa oportuna y eficaz de la/s  persona y sus derechos.   

i) Actuará como mediador entre los sujetos afectados y los organismos públicos, empresas públicas ó prestadores privados de servicios públicos, así como entre personas individuales, asociaciones  ó grupos de individuos que reclamen por la defensa de intereses de incidencia colectiva, en las situaciones previstas por el art. 2° de la Ley reglamentaria. En esta línea conformará  un Centro de Mediación Comunitaria cuya función será intervenir a través de los profesionales afectados, en las situaciones contempladas por el art. 2° de la ley reglamentaria cuando por la naturaleza del caso, los sujetos comprendidos y los derechos é intereses comprometidos tal procedimiento resulte adecuado. A tal efecto, se formalizarán los convenios que resulten convenientes para integrar profesionales del Registro de Mediadores del Poder Judicial, del Colegio de Abogados, así como de otras entidades que cuenten con  los  recursos humanos necesarios.
j) Conformará su planta de personal administrativo y profesional, permanente y no permanente, realizando las designaciones, reasignaciones y convenios de colaboración, mediante pasantías y otras modalidades de prestación, de conformidad a lo dispuesto en la C.P. – art. 217 – y la ley N° 9931, art. 11, conducentes al óptimo funcionamiento del Organismo.

k) Elaborará el Informe Anual que presentará a cada una de las cámaras de la legislatura provincial, según lo previsto en el art. 13 inc “b” de la ley reglamentaria, incluyendo en el mismo un registro completo respecto de su labor anual, con datos sobre presentaciones y actuaciones realizadas y su tramitación; sobre casos desestimados y su fundamentación; sobre  el  cumplimiento – o negligencia- por parte de los organismos públicos requeridos de acuerdo al “deber de colaboración” reglado en el art. 14 de la ley N° 9931.

l) Dictará el reglamento para la organización y funcionamiento del organismo, de conformidad a la normativa vigente y atendiendo a criterios de idoneidad profesionalidad y compromiso con la defensa de los derecho humanos, así como a la agilidad, desburocratización, accesibilidad y  flexibilidad.

m) Planificará y ejecutará una actividad sistemática, permanente, de óptimo nivel y amplio alcance, para la capacitación de los recursos humanos que integran la estructura del organismo, convocando   a las áreas que ejercen igual ó similar competencia en los Municipios y Comunas. A tal efecto, se formalizarán convenios con la Defensoría del Pueblo de la Nación, de otras  provincias y países, con organizaciones sociales cuyo objeto comprenda la defensa de los derechos humanos y la formación del ciudadano, con Universidades é Instituciones científicas de la Provincia, la Nación  é Internacionales.

n) Determinará las funciones, jurisdicción y competencia de los Defensores Adjuntos a los fines de asegurar la atención del organismo en todo el territorio, optimizar los recursos humanos disponibles y contar con información actualizada y completa.  Tendrán a su cargo la ejecución del Programa de Defensoría Móvil así como la articulación permanente de proyectos y acciones con  las Áreas afines de los Municipios  y Comunas.

El Defensor titular dispondrá su localización, sujeta a modificaciones según los indicadores que surjan del mapa provincial sobre la vigencia de los derechos humanos, que practicará conjuntamente con el Ministerio de Acción Social y las Áreas con incumbencia en los municipios.

o) Creará un Área de Auditoria Interna cuya misión será controlar la administración, ejecución y rendimiento de los recursos económicos en función del desarrollo de los programas aplicados y sus resultados  así como la gestión del Organismo en cuanto a su relación con la comunidad, a través de la atención individual directa (ó a grupos de individuos) y con las organizaciones sociales.

p) Propiciará la constitución de un Consejo Asesor para la elaboración y ejecución coordinada de programas y proyectos, el aporte de iniciativas, observaciones y rectificaciones relacionadas con el accionar del organismo ó la atención de cualquiera de las situaciones contempladas en el art. 2° de la ley reglamentaria N° 9931. Estará conformado por representantes de organizaciones no gubernamentales con incumbencia en los temas que competen al organismo, del INADI, de la Subsecretaría de Derechos Humanos y de las Universidades  residentes en la Provincia, en la forma que determine su Reglamento de Organización y Funcionamiento. Dicho Consejo podrá emitir opiniones y dictámenes sobre los asuntos sometidos a su consideración, los que no tendrán carácter vinculante para el organismo. Sin embargo, en los casos que el Defensor resolviera desestimando lo manifestado por dicho consejo, la resolución que dicte deberá contener los fundamentos de  su opinión en sentido contrario, notificarse a los interesados y publicarse en un medio de comunicación con alcance en todo el territorio.  

q) Proyectará y presentará ante la Legislatura su presupuesto anual de gastos y recursos, de conformidad al art. 13 de la ley reglamentaria, art. 217 de la C.P. promoviendo en su elaboración la participación del Consejo Asesor referido en el inciso “Ñ” del presente Plan de trabajo. 

Podrá realizar las aperturas y readecuaciones de su estructura dirigidas al mejor funcionamiento del organismo, siempre que no impliquen incremento presupuestario.

Se proponen los siguientes Programas Permanentes
(DE EJECUCIÓN PROGRESIVA)

· Programa de promoción y difusión sobre los derechos humanos y las garantías constitucionales. 

· Programa de promoción y educación sobre derechos de administrados, usuarios y consumidores.

· Programa de promoción de la equidad, el trato igualitario y la no discriminación.

· Programa de protección a la integridad, particularmente de niños y adolescentes expuestos a situaciones de abandono y de aquellos que estuvieren comprendidos en regímenes de rehabilitación y protección especial. 

· Programa de educación para la protección del medio ambiente

· Programa de cooperación con la rehabilitación de personas liberadas por cumplimiento de pena.

· Programa de cooperación para la protección de la integridad  humana  en  personas privadas de libertad.

.

· Programa de promoción  y fortalecimiento de redes comunitarias: entre las organizaciones sociales y de estas con el Estado.   .

· Programa de capacitación permanente sobre la protección de los derechos humanos: dirigido al personal de la Defensoría en todos sus niveles, a los efectores sociales u operadores comunitarios, los servidores públicos y las organizaciones no gubernamentales con incumbencia en la materia.

· Programa de educación para la protección y preservación del patrimonio cultural.

· Programa de Defensoría Móvil.

10 de agosto de 2010

AUDIENCIA PÚBLICA

DRA. SARA GRACIELA LIPONEZKY DE AMAVET

-En Paraná, a los 10 días del mes de agosto de 2010, se reúne la Comisión Bicameral Permanente de la Defensoría del Pueblo en el recinto de la Cámara de Senadores. Asiste la Secretaria de la Cámara de Senadores, señora Mercedes Basso. Preside la reunión el señor Senador Arlettaz.

 -Siendo las 17 y 35, dice el:

SR. PRESIDENTE (Arlettaz): Con la presencia de los señores Senadores y  Diputados, de la Secretaria de la Cámara de Senadores, de la señora Sara Graciela Liponezky de Amavet y del público en general, se da comienzo a la Audiencia Pública de la Comisión Bicameral Permanente de la Defensoría del Pueblo, a los efectos de escuchar a la postulada para integrar la Defensoría del Pueblo, presentada por el señor Senador Panozzo.

Esta Audiencia Pública tiene por objeto el tratamiento y la consideración del Expediente Nº 1055 de Mesa de Entradas y Nº 14 de la Comisión Bicameral. Atento los Artículos 215º y 216º de la Constitución Provincial, el Artículo 6º de la Ley Nº 9931 y el Artículo 12º del Reglamento de esta Comisión, llegamos hoy a esta instancia.

Por Secretaría de Cámara se dará lectura a los datos personales y una breve reseña de sus antecedentes. 

-La señora Secretaria Mercedes Basso da lectura a los antecedentes personales y curriculares de la postulante.

SR. PRESIDENTE (Arlettaz): Vamos a dar, como es de forma, 30 minutos a la postulante para que exprese sus motivaciones y exponga la forma en que organizará eventualmente la Defensoría. Luego, abriremos una ronda de preguntas de los señores Legisladores. 

SRA. AMAVET: Gracias señores Legisladores, gracias a la Comisión Bicameral del Defensor del Pueblo. En primer lugar, no puedo dejar de señalar y compartir con ustedes y con el público asistente, la tremenda satisfacción que significa, para quienes viniendo de la militancia política que consideramos como una función de servicio a la comunidad y así hemos procurado practicarla siempre, hemos sido partícipes, como asesores de la Convención Constituyente del año 2008, que tuvo –entre otras– la extraordinaria iniciativa de incorporar con jerarquía constitucional esta figura del Defensor del Pueblo, en el Capítulo dedicado a los Organismos Autónomos de Control, entre los Artículos 215º a 217º.

Ésta no es una mera cita a una formalidad que todos conocemos, esto indica una clara receptividad de los Convencionales que procuraron receptar una demanda que estaba instalada en la sociedad, desde hacía por lo menos una década. Cual es, controlar la discrecionalidad del Estado desde el concepto más consolidado de ciudadanía y defender en toda su plenitud los Derechos Humanos, que están tutelados, conjuntamente con su garantía, ampliamente en el texto de la Constitución del 2008.


Por eso, señores Legisladores, creo que éste es un doble desafío, primero porque será la etapa fundacional de la Defensoría del Pueblo, lo que implica iniciar un camino que tendrá marchas y retrocesos, naturalmente, porque la experiencia tiene que indicarnos –y a eso tenemos que ser sensibles– los cambios, las mejoras, las modificaciones que haya que hacer. Pero también es un desafío porque estaremos como Defensores del Pueblo frente a un verdadero catálogo de derechos y garantías que nos está mandando, en un orden jerárquico superior, como es la Constitución entrerriana reformada.


Esta institución –me parece importante señalar algunas premisas– es un órgano constitucional que tiene autonomía funcional, esto es fundamental para la otra nota que consagra la Ley Nº 9931 y la Constitución del 2008; tiene independencia frente a la influencia de cualquiera de los poderes del Estado. Por eso también, podríamos definirlo, conjuntamente con otros órganos que integran esa Sección de los Organismos Autónomos de Control, como órganos extrapoder.


Pero también es cierto que este llamado Alto Comisionado Parlamentario, el Convencional, ha tenido la sabiduría de establecer su procedimiento de designación desde la Legislatura, que es el ámbito de representación más genuino de la soberanía popular. Este Alto Comisionado Parlamentario está, precisamente comisionado por los representantes del pueblo que son ustedes, para defender los derechos, los intereses y las garantías humanas, reconocidos en la Constitución Nacional y Provincial. También, lo dice claramente la Constitución, y en esto reside su carácter de control, para indicarle, a la administración, al Estado, en cualquiera de sus tres poderes, cuando se ha vulnerado alguno de esos derechos o garantías –por ejercicio abusivo del poder– o cuando existe el riesgo de que estén amenazados.


Una cuestión que refuerza la competencia de la Defensoría del Pueblo en nuestra Carta Magna es el Artículo 56º, ya que no solamente está puesta la legitimación activa, que ustedes consagraron en la Ley Nº 9931, sino que en el Artículo 56º cuando se refiere a una institución señera para la defensa de los Derechos Humanos; en la cual Entre Ríos tiene historia institucional, ya que estaba legislada en el Artículo 33º de la vieja Constitución, el instituto del amparo. Allí también le asigna competencia el Defensor del Pueblo, para apelar, para constituirse como actor en defensa de los Derechos Humanos, que fueren violentados o existiera el riesgo; esto tiene mucho que ver con el tema de los derechos ambientales.


Pero este nuevo organismo que se pretende crear –desde este proceso que es el primero de designación– no viene a rediseñar el Estado, no viene a superponerse a las competencias que ya existen, que son preexistentes a las del Defensor del Pueblo, viene precisamente a complementar la acción del Estado, viene a señalarle al Estado cuando ejerce una discrecionalidad arbitraria frente al ciudadano por acción u omisión de sus obligaciones frente al mismo; viene a colaborar con el Estado indicándole cuando se ha equivocado, procurando la modificación de una norma si se trata del Poder Legislativo, señalando las lagunas que pudieran existir en el Poder Legislativo e indicándole al administrador del Ejecutivo cuando es necesario reformular un Decreto, o dictarlo, o reglamentar una Ley que está pendiente su operatividad porque estando legislado un derecho, no ha sido reglamentado.


En mi plan de trabajo he puntualizado todo lo que tiene que ver con lo expresado y en ese sentido y en esa línea de pensamiento he organizado una estructura básica que tiene que ver con una enfatización, si se me permite el término, referida a la más amplia y eficaz información al ciudadano, a todos los habitantes de la Provincia, respecto a los derechos y garantías que tiene, su modo de ejercerlos en la labor que pone a su disposición este nuevo instituto, como es la Defensoría.

Por qué pongo tanto énfasis en esto. Porque hay una presunción, que para colmo es de pleno derecho, de nuestra Legislación Civil, que dice que las leyes se presumen conocidas por todos. Y permítanme decirlo, señores Legisladores, creo que es una falacia. Si yo me pusiera a hacer una encuesta, seguramente la tendríamos que hacer desde la Defensoría, no me encontraría sorprendida al advertir que la gran mayoría de los ciudadanos desconoce hasta las ordenanzas de sus Municipios, entonces es muy probable que desconozca el cúmulo de derechos y garantías que le está asignando la Nueva Constitución entrerriana.


Por eso, una labor fundamental es la que asignamos al Área de Información Pública y Prensa Institucional, donde tendrá que haber un equipo mínimo de profesionales de la Comunicación Social, coordinado por un grupo de administrativos. Tendrá que trabajar no sólo con los recursos internos que disponga la Defensoría, cuales son papeles al público, página Web, sino reconociendo que así como hay un Estado preexistente a la Defensoría, hay una comunidad organizada que es preexistente a la Defensoría. Hay un sinnúmero de organizaciones sociales que son verdaderos efectores de la comunidad y eso habrá que utilizarlo para la difusión de los derechos; estoy hablando de las escuelas, de los clubes, centros de salud y de todos los lugares donde hay amplio y frecuente acceso de público.


Hay que hacer un enorme esfuerzo de difusión para que la ciudadanía sepa los derechos y garantías que tiene, pero que además sepa cómo canalizarlos y para qué le sirve –para decirlo en términos concretos– este nuevo organismo.


Tendrá que haber a su vez un Área de Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, que tendrá una oficina de Atención al Ciudadano que la hemos dividido de lo que tiene que ver con Mesa de Entrada porque no es la oficina de inicio del expediente, por decir así; es la oficina de atención de la persona que está encarnada en el expediente y va acá una cita de Masnata, un jurista argentino de nota, que en las deliberaciones de la Convención Nacional Constituyente de 1994, cuando se estaba gestando la incorporación del Artículo 84º a la Ley Fundamental de los argentinos, él decía: “Van a tener una gran satisfacción con este instituto, los sufrientes ciudadanos que suben y bajan escaleras con su minúsculo expediente”. 

Y me parece tan atinado, porque todos sabemos, cualquiera de los que nos hayamos desempeñado en algún área de la Administración, en algún área del Estado, que para cada persona que está involucrada en ese expediente, ese expediente es la vida. Para un juez, para un administrador o un funcionario, dicho con el mayor de los respetos, puede ser un expediente más. 

Entonces, es fundamental darle el realce que debe tener esta Oficina de Atención al Ciudadano, que tiene que contar con un equipo altamente profesionalizado en materia de recursos humanos, porque va a estar recibiendo a esa persona que, créanme, lo digo con conocimiento de causa, porque recuerdo cuando hicimos en la Subsecretaría de la Mujer, el primer programa institucional de Atención y Prevención de la Violencia Doméstica, era casi una fantasía, desde lo público plantear esto.

Tuvimos que articular con la Policía, con las Defensorías de los Tribunales, con los Jueces de Instrucción, por supuesto, pero qué traumático que era para esa mujer que había vivido cotidianamente el drama de la agresión y de la violencia en el ámbito privado, de su familia, hacerlo público, transmitirlo a un funcionario, no estamos hablando de plantearlo en una cancha de fútbol. Entonces, esta primera instancia de recepción del problema tiene que ser sumamente importante. La oficina de Atención del Ciudadano.

Después tendremos un área de Seguimiento y Patrocinio Jurídico, también un área sumamente importante porque vuelvo al tema anterior, el ciudadano tiene que conocer los derechos que tiene pero también tiene que saber defenderlos, nadie puede defender lo que no conoce, pero además tiene que conocer los mecanismos que pone a su disposición la nueva democracia participativa para que los defienda.

Y ahí no solamente va a tener el asesoramiento para iniciar actuaciones en la Administración o en otras áreas sino también una suerte de actuación preventiva, en casos concretos de la vida cotidiana, cuando un ciudadano tiene que tomar una tarjeta de crédito y la letra chica no la puede entender, cuando tiene que tomar un contrato de seguro, ahí tiene que estar la Defensoría, en una actuación casi preventiva para que ese ciudadano no asuma responsabilidades patrimoniales y personales sin saber.

También hay un Centro de Mediación, por supuesto, el Defensor por antonomasia es un mediador. El Defensor es alguien que viene a articular esfuerzos, que viene a evitar la litigiosidad innecesaria, que viene a provocar el encuentro entre partes para resolver de la manera más pronta, más oportuna, menos lesiva al ser humano y más eficaz, su problema.

Entonces, este Centro de Mediación estará coordinado por un funcionario de la Defensoría pero deberá aprovechar los recursos de que disponen otras entidades como el Colegio de Abogados de Entre Ríos o el Poder Judicial de la Provincia, inclusive alguna suerte de mediaciones más novedosas como las que se están dando en el ámbito de la Educación.

Después hemos previsto un área de Administración General, Recursos Humanos y Gestión de Calidad Institucional, esta área tiene que ver con la administración económica, estrictamente de los recursos, tiene que ver con la gestión presupuestaria pero también tiene que ver con lo que es propio de la administración, con la Mesa de Entradas y Archivo, con el Registro de Identidad de las Personas. Hay que recordar que aquí se admiten trámites con reserva de identidad en el procedimiento de la Defensoría, si así lo pidiera el requirente.

 Tenemos en el área de Recursos Humanos una especial dedicación de recursos a lo que tiene que ver con la capacitación y la promoción del plantel de personal que va a actuar en la Defensoría. Tiene que haber un compromiso permanente de este personal con los derechos humanos pero aparte tiene que haber un alto nivel de calidad porque, precisamente, la Defensoría tiene que actuar sobre un territorio que manifiesta una serie de errores y distorsiones.

El Estado mismo –si me permiten la apreciación– tiene una suerte de irracionalidad en la dispersión de los recursos, hay una cantidad de áreas que están dirigidas a impactar sobre los mismos sujetos en el Estado, hay superposición de esfuerzos y por lo tanto, hay dispersión de energía y de recursos.

La Defensoría tiene que articular y tiene que articular no solamente en las áreas del Estado, debe tener una fluida relación con el Parlamento, con la Legislatura, por supuesto, para ser un colaborador del Legislador, para que allí donde esté la laguna de la legislación y la realidad indique que hay que dictar una Ley, sugerirle al Legislador una propuesta, un Proyecto de Ley.


También tiene que articular con la comunidad, por supuesto, por lo que dijimos que es preexistente. Hay un enorme voluntariado social en todas las ciudades de la Provincia, en todos los Departamentos, que asume responsabilidades que son del Estado, las complementa, trabaja con el Estado y nosotros vamos a articular, a través de un Consejo Asesor que funcionará íntimamente relacionado con el trabajo del Defensor, esta inmensidad valiosa de recursos que están instalados en la sociedad.


Por supuesto, también tendrá que convenir no solamente para captar calidad, sino para captar recursos humanos en el mejor sentido, tendrá que convenir con entidades académicas, con todas las Universidades que están instaladas en la región y con entidades científicas de la Provincia, de la región y del orden nacional. 

¿Para qué? Para captar su aporte de calidad, pero además porque allí hay recursos instalados. Quién no sabe que hay una infinidad de organismos del Estado que trabajan con pasantías con todas las Universidades. Personalmente, he estado como asesora del EPRE (Ente Provincial Regulador de la Energía) y allí, gran parte del trabajo administrativo lo hacen pasantes de la UADER y otras Universidades. Me parece que es una actitud de articulación elemental que tiene que hacer este nuevo organismo y que además estamos incorporando calidad.


En esa misma área que señalamos de gestión de calidad institucional, creemos que tiene que haber una Auditoría Interna. Esta es una experiencia que fue puesta en funcionamiento hace algunos años en el Estado Nacional y es muy buena, porque más allá de los organismos de control específicos que están en la Provincia cual es el Tribunal de Cuentas, la Contaduría, los órganos de control referidos a los Servicios Públicos, es muy importante el autocontrol, pero no solamente una Auditoría Contable acerca de cómo se aplica el presupuesto asignado a la Defensoría a la ejecución de los programas, sino una Auditoría de Gestión, de calidad de gestión que va de cómo rinden o impactan los programas que se ponen en ejecución, respecto de los objetivos que se quieren alcanzar y respecto de los sujetos que se quieren impactar, hasta cómo ese personal de la Defensoría recibe al ciudadano y se relaciona con él. Ésta no es una cuestión menor, si nosotros pensamos que ésta es una suerte de órgano de reserva –por decir así– de un sin número de errores y de distorsiones que sufre el Estado y a su vez ejerce el control desde su posición, no puede reiterar en el personal que va a atender en ese organismo, los mismos errores. Por eso también creemos que es interesante que trabaje en articulación con los gremios que tienen población involucrada en el Servicio Público.


En cuanto a los principios que deben regir los procedimientos de la Defensoría. Como todos saben los pronunciamientos de la Defensoría pueden darse a través de sugerencias, advertencias, recomendaciones, denuncias en ejercicio de su legitimación activa, no tiene el poder de coacción, no obligan como una sentencia judicial al funcionario que se advierte, se reconviene o se recomienda, por eso la fuerza de los pronunciamientos del Defensor del Pueblo reside en la solvencia de sus argumentos.


Los españoles la caracterizan a la Defensoría como el magisterio de la persuasión, cuando tratan de compararlo de alguna manera, con la acción que ejerce el Poder Judicial. Nosotros decimos que es sumamente importante esto de la solvencia de los argumentos, porque allí se evitará la confrontación con otros organismos cuya víctima va a terminar siendo el ciudadano, que es el que queremos proteger. Lo que hay que hacer es complementar la acción de los otros organismos, como dijimos, colaborar, articular, mediar, son todos verbos intrínsecamente inherentes al accionar de la Defensoría.

El principio de la flexibilidad, por supuesto, si estamos hablando de una etapa fundacional en este organismo. La estructura que hoy hagamos, el plantel de personal que consideremos conveniente y necesario, el presupuesto que diseñemos estará sujeto, sin ninguna duda a la propia dinámica del organismo, a la experiencia que registre en su funcionamiento. Días pasados, consultando con la Defensora Adjunta de la Zona Norte de la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Santa Fe, que acaba de cumplir hace pocos días 20 años, nos decía que demoraron un año en poner en funcionamiento el Centro de Mediación en la Provincia de Santa Fe. Valga como ejemplo.


Siguiendo con las áreas –y no puedo omitirlo, obviamente, porque está en la Constitución y en la Ley– tendrá que funcionar el Defensor Titular con dos Defensores Adjuntos, que son designados por la Legislatura bajo el mismo procedimiento y que son auxiliares y colaboradores del Defensor Titular, pero además me parece que el Defensor Adjunto tiene que cumplir básicamente, si bien ésta es una condición de la Defensoría por su jurisdicción territorial, la verdadera federalización del organismo. La Defensoría tiene que tener presencia en todo el territorio y precisamente porque estamos en una etapa fundacional, nos parece que sería prematuro, sería un juicio a priori tal vez, no obstante que más o menos todos conocemos la mayor criticidad de algunas zonas de la Provincia, asignarle desde el vamos una localización estática –por decir así– a los Defensores Adjuntos. Los Defensores Adjuntos podrían estar localizados en base a una suerte de mapa de la criticidad de los derechos humanos, que nos reflejaría indicadores acerca de dónde hay que poner la mayor presencia en la Provincia, en este tiempo y en el porvenir. Por eso digo que es dinámico. Un mapa de la criticidad de los derechos humanos, que tendría que estar confeccionado conjuntamente con el Ministerio de Acción Social y la Subsecretaría de Derechos Humanos. 


Por supuesto, en la articulación con otros organismos, hay algunas áreas de la administración que tienen una incumbencia de mayor afinidad con la Defensoría, como el Instituto Nacional contra la Discriminación, la propia Subsecretaría de Derechos Humanos, las áreas de Defensa del Usuario y el Consumidor en cuanto se refiere a la protección de estos nuevos derechos de incidencia colectiva o intereses difusos, que el nuevo Derecho Constitucional ha incorporado a través de la Carta Magna del 1994 y nosotros lo tenemos incorporado en el Artículo 13º de la Constitución Provincial.


Otras cuestiones que van a ser propias del Defensor del Pueblo: la Constitución ha elevado con jerarquía de garantía constitucional –valga la redundancia– el acceso a la justicia. El Defensor tendrá que allanar los caminos para que el sufriente ciudadano que decía Masnata, pueda efectivamente acceder a la defensa de sus derechos, a través de la instancia judicial o de una instancia alternativa de resolución de los conflictos, como es la mediación.


El principio de la gratuidad en todas las actuaciones de la Defensoría; el principio de la rapidez, de la eficacia, de la no solemnidad. Es importante que la Ley haya previsto, en consonancia con la propia Constitución del 2008, que las denuncias las puede formular el ciudadano en forma escrita u oral. Personalmente, creo que el ejercicio de las atribuciones que le asigna el Artículo 11º de la Ley Nº 9931, en el caso que accediera a la Defensoría, le sugeriría al Legislador que también incorporara como procedimiento de acceso a la denuncia, el que hoy utiliza la Defensoría del Pueblo de la Nación, que es por la vía informática. Una vía que ya está altamente instalada en nuestra sociedad, que allana distancias y que facilita la prontitud en la defensa del derecho, que es lo que queremos lograr a través de esta nueva institución.

A modo de ejemplo, cuando se piense en un plantel de personal, quisiera informales que la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Santa Fe, Provincia que tiene según el censo 2008, más o menos 3.500.000 habitantes, más del doble de Entre Ríos según los mismos datos estadísticos del 2008, ha llegado ahora a tener 250 personas, incluida la incorporación de un buen porcentaje del Poder Legislativo, que se transfirió en el año 2007. Nosotros tenemos menos de la mitad de la población. A modo de ejemplo, decía, algunas actuaciones que son ejemplarizadoras.


En primer lugar un caso que ha sido líder en la historia institucional de la Defensoría del Pueblo de la Nación y creo que para la experiencia de todas las Defensoría, es el llamado caso Riachuelo-Matanza por la contaminación del río respecto de la ciudad de Buenos Aires y algunos partidos de la Provincia de Buenos Aires. Porqué digo que es ejemplar? En primer lugar porque es un caso que refleja en su proceso toda la secuencia de la posible intervención del Defensor del Pueblo. 

Eduardo Mondino, en mi opinión Defensor del Pueblo ejemplar, cuya adhesión a mi postulación tengo el honor de poder exhibir, interviene recomendando al Comité de Cuenca una actuación respetuosa del medio ambiente. El Comité de Cuenca no recepta la recomendación y el Defensor del Pueblo se constituye como actor legítimo en la justicia en defensa de los derechos ambientales y provoca un pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamiento que a su vez involucra distintos organismos de la administración, porque la Corte se pronuncia involucrando a la Auditoría General de la Nación como organismo de control en la aplicación de los recursos a los fines del saneamiento. Además reconoce la entidad como figura de control de un Consejo de Organizaciones No Gubernamentales coordinadas por el Defensor del Pueblo de la Nación, sumando además algunos Intendentes del conurbano bonaerense que están implicados en el problema.


Me parece que es un caso ejemplar. Pero hay otros casos en los que el Defensor del Pueblo de la Nación ha intervenido. En un tema muy caro para los entrerrianos como es el de la pastera Botnia, el actual Defensor del Pueblo, Chela, sucesor de Mondino, ha transitado personalmente el lugar del conflicto y ha comprometido su intervención buscando una solución amigable antes que se expidiera el Tribunal Internacional de La Haya.


Algunos casos que ponen en evidencia cuán necesario y útil sería para nuestra Provincia contar con un organismo como es la Defensoría.


Otro caso fue un titular de “El Diario” el domingo pasado, muy doloroso y que me tocó atender durante mi gestión como Subsecretaria de la Familia de la Provincia teniendo competencia sobre el tema de la tercera edad y es la reglamentación de la Ley que establece las condiciones de funcionamiento de los llamadas geriátricos, muchos de los cuales hoy, son depósitos de personas.


Se señaló una mora del Poder Ejecutivo en la reglamentación de esta Ley que como no es operativa, como sí lo son la mayoría de los artículos consagrados en la Carta Magna Provincial, requiere para su aplicación de un Decreto del Poder Ejecutivo. Qué oportuna y necesaria sería la intervención de la Defensoría del Pueblo para solicitarle, sugerirle y recordarle a través de un recordatorio al titular del Ejecutivo Provincial que hay que reglamentar esta Ley, para que los geriátricos no sean depósitos de personas, para preservar la dignidad del ser humano.


En otro orden, una señora de Bovril que busca asistencia en el Hospital San Martín de nuestra ciudad, reclamando la aplicación de una Ley Nacional que habilita hacer estas operaciones de ligadura de trompas y vasectomía en los hospitales públicos y no se responde a sus requerimientos, es decir, la administración incumple con la Ley con el trágico resultado de la muerte de una mujer multípara.

Como éste podríamos señalar también un caso relativamente reciente de servicios públicos, lo que estamos viviendo con la escasez de gas domiciliario, un tema de servicios públicos que tuvo que ver con la instalación de la Estación Transformadora de 500 kilowats en las proximidades de Paraná, cerca de la zona de La Picada y que motivó un pronunciamiento de un grupo de pobladores, que requirió un estudio de impacto ambiental que no se pudo hacer en la Provincia. Cuán necesario sería contar con un organismo que tenga en el área y en la estructura que hemos pensado, de promoción y protección de los derechos, naturalmente, un experto o varios si fueran necesarios, en temas ambientales.

Creemos que, precisamente, esa área que tan importante es, la de Protección y Promoción de los Derechos y Garantías, tiene que poseer un mínimo plantel administrativo y un grupo altamente profesionalizado en incumbencias que tienen que ver básicamente con los derechos humanos, así también con los derechos sociales que la Constitución ha consagrado, como decíamos anteriormente, el del medio ambiente y del desarrollo sustentable en todos sus términos, además, la protección a la condición del usuario y el consumidor.

Finalmente quisiera decir que este organismo viene a perfeccionar el sistema democrático, así como la Constitución ha incorporado mecanismos de democracia participativa, de expresión directa de la ciudadanía, como es el referéndum, la consulta, el plebiscito, la iniciativa en materia de leyes, este organismo, la Defensoría del Pueblo de la Provincia, viene a consumar la defensa de ese inmenso universo de derechos y garantías, pero también viene a hacer un aporte al mejoramiento del Estado.

El Defensor del Pueblo no es un adversario del Estado –por decirlo de alguna manera, del mismo modo que dije al comenzar– no se superpone ni desconoce las competencias que tienen otros ámbitos del Estado. El Defensor viene a articular y a perfeccionar –dicho esto sin modestia, quizás, pero creo que es la función de la institución– aquellos nichos donde el Estado, lejos de constituirse como un servicio a la comunidad, se conforma como un obstáculo.

Por eso también, y no quiero dejar de mencionarlo, uno de los principios del accionar de la Defensoría debe ser la desburocratización, porque hay un grado de burocracia estatal que tiene que ver con la excelencia técnica, pero hay un grado de saturación de lo burocrático que conspira contra la defensa y la buena atención del ciudadano.

Entonces, cuando se habla, además de autonomía funcional –como lo dice, por ejemplo, el Reglamento de la Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires– del principio de desconcentración, eso quiere decir descentralización burocrática, y nos parece que este organismo tiene que preservar también, este principio.

SR. DIPUTADO (Kerz): Como el señor Senador Arlettaz no está presente, he tomado su lugar.

Concluida la exposición, es el momento de las preguntas que los señores Legisladores deseen formular.

Tiene la palabra el Senador Ruiz.

SR. SENADOR (Ruiz): Doctora, ¿qué opinión tiene sobre el derecho de los extranjeros de adquirir grandes extensiones de tierra?

DRA. AMAVET: Hay un artículo en la Constitución de la Provincia, cuya reglamentación está siendo propiciada en el ámbito de esta Cámara de Senadores, precisamente, que tiene que ver con la unidad económica productiva.

Esto quiere decir que la producción tiene que ser razonable, tiene que ser sustentable y tiene que ser conforme a los intereses de la Nación y, naturalmente, de la Provincia.

Creo que ahí, señor Senador, hay precisamente una laguna de la Ley que bien podría el Defensor del Pueblo sugerirle al Legislador, un Proyecto de Ley o la reglamentación legal, porque ese artículo amerita una reglamentación. Creo que es el artículo 85º de la Constitución de la Provincia.

SR. DIPUTADO (Kerz): No habiendo más preguntas, agradecemos a la postulante y damos por concluidas las Audiencias Públicas ya que hemos escuchado a todos los postulados, cerrando así esta actividad en el proceso de selección y designación de Defensor del Pueblo que consistía en el contacto directo con cada uno de los postulantes.

- Eran las 18 y 10.
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